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Resumen: La tormenta de Kansas trasladó a Dorothy y a Totó a una tierra completamente desconocida para ella, era otro mundo del que sin la ayuda de la Bruja del Norte, de sus amigos y del Gran Mago de Oz, difícilmente habría podido salir. Lo mismo sucedió a Rodolfo, concesionario de un taxi, quien se vio envuelto en una trama legal de que era completamente ajeno; la primera barrera con que se enfrentó cuando estuvo ante la justicia fue el lenguaje. En este ensayo, de la mano de Dorothy y sus amigos, se analiza desde una perspectiva discursiva y argumentativa, la sentencia que el tribunal emitió en el juicio contencioso administrativo de Rodolfo. Aunque obtuvo un fallo favorable, el mundo del derecho le fue en gran medida incomprensible, críptico. Aquí se aborda uno de los desafíos más importantes de la justicia administrativa en el presente siglo: el empleo de un lenguaje claro y accesible en las resoluciones que contribuya a la democratización de la justicia y a acercarla a quienes se imparte.
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I. NOTA INTRODUCTORIA
Llegó con Totó, su perro, al País de los Mascones, a causa de un tornado que con gran estrépito arrancó de la tierra de Kansas la casa en que habitaba con sus tíos.Al arribar al lugar, Dorothy se incorporó aquejumbrada de los dolores ocasionados por el impacto y salió de la casa con su perro en brazos. 

Ante tal escenario, algunos mascones se le acercaron como si estuvieran ante una creatura extraña. Con el grupo estaba la Bruja del Norte, quien le cuestionó qué hacía allí y el lugar de su procedencia. La niña le dijo su motivo y, a su vez, le preguntó cómo podía regresar a Kansas con el tío Henry y la tía Emma. La única forma, advirtió la Bruja, era ir ante el Gran Mago de Oz, quien habitaba en Ciudad Esmeralda, y pedirle que la ayudara a emprender el viaje de regreso. Así advirtió:«El camino hacia la Ciudad Esmeralda está pavimentado con ladrillos de color dorado, de modo que no puedes perderlo. Cuando llegues donde Oz no tengas miedo, sólo cuéntale tu caso y pídele que te ayude...»(Baum, 20: 2013).
De esta manera inició su peregrinar. Para su suerte, la infanta se topó con tres individuos que la acompañarían durante la travesía y también suplicarían la misericordia del Gran Mago para sus necesidades propias: el Espantapájaros, quien pediría sesos para ser inteligente; el Leñador de Hojalata, quien solicitaría un corazón para tener sentimientos; y el León Gallina, quien suplicaría valentía para ser el rey de los animales. Pero para llegar ante Oz, el grupo enfrentó una serie de contratiempos, particularmente Dorothy, porque desde su arribo a ese mundo, ya había topado con una situación agobiante: la incomprensión de cuanto le rodeaba. 

Al igual que Dorothy y sus acompañantes, las personas que acuden al Tribunal de Justicia Administrativa, no solo forman parte de una relación jurídico-procesal, también ingresan a un mundo que les es ajeno y al que no pertenecen, el lenguaje marca ya el límite de su mundo y el del derecho. Luego viene el trámite del juicio en el que están necesitados de la mano traductora de signos, símbolos y palabras extrañas concentradas en los textos legales abiertos y legibles solo por aquellos iluminados que, como Oz, poseen la gran luz del conocimiento jurídico. 
Es aquí donde la forma se vuelve fondo, porque la fundamentación y motivación a través del lenguaje no se garantizan ni cumplen su propósito constitucional si no se entienden. Se transgrede de este modo un derecho fundamental de toda persona: el derecho a comprender las sentencias, reconocido constitucionalmente en Coahuila de Zaragoza en el artículo 154, fracción II, inciso 6, de la Constitución local: «El derecho a obtener una resolución fundada y motivada que ponga fin al proceso. Toda resolución deberá ser clara, precisa y accesible. Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales deberán ser explicadas en audienciapública, previa citación de las partes» (2013).
Asimismo, en el artículo 156, fracción III, se reconoce como un principio de la garantía de la transparencia judicial el siguiente: «Los actos de comunicación y difusión judicial se deberán realizar en términos sencillos y comprensibles a cualquier persona» (1918).A pesar de la vigencia de estos preceptos constitucionales, cuya observancia es obligatoria para todos los tribunales coahuilenses, Dorothy y la ciudadanía se topan ante una instancia judicial que, concebida idealmente a resolver sus problemas, empieza a creárselos ya en el plano del lenguaje que es, si no la primera, sí una de las manifestaciones de la administración de justicia que primero les salen al paso (Ibáñez, 2015: 394)
. En este sentido, el objetivo general de este trabajo es analizar una de las sentencias emitidas por el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza (TJAECZ) a partir de una perspectiva discursiva y argumentativa, así como democrática desde la justicia abierta.
II. LA DEMOCRATIZACIÓN DE LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA
Nunca en la historia de México la impartición de justicia fue, como hoy, la función más trascendente en el Estado. En el siglo XXI los tribunales son el último reducto para la protección de los derechos humanos de las personas
, entre otros, por los siguientesmotivos: a. Ante las normas jurídicas,son ellos quienes realizan el control de constitucionalidad respecto a su validez; b. Tienen la potestad de sancionar y ordenar la reparación delas violaciones a los derechos de las personas; c. Están facultados para interpretarla normatividad secundaria conforme con la Constitución y el principio pro persona; y d. Deben velar porque toda la actuación gubernamental -y particular- se ajuste al parámetro de control de regularidad constitucional (bloque de constitucionalidad).  Bien adelantaba ya Alfonso Santiago sobre la trascendencia de la función judicial en el presente milenio, «así como el siglo XIX ha sido el siglo del Poder Legislativo y el siglo XX el del Poder Ejecutivo, el siglo XXI será, de acuerdo a una profecía neoconstitucionalista, el del Poder Judicial» (2008:13).
Y no es para menos, pues además del paradigma constitucional de los derechos humanos, otro paradigma que se ha acogido cada vez más por los tribunales es el Gobierno Abierto a través de la justicia abierta
. Ahora la justicia hace suyos los pilares de aquel modelo de gobierno: la transparencia, el acceso a la información, la rendición de cuentas, así como la participación y la colaboración ciudadana. El propósito es transformar la impartición de justicia al dar una tutela judicial efectiva a las personas, cerrar la brecha entre aquella y la ciudadanía, e incrementar su confianza en los tribunales. Por lo tanto, es la persona el eje central de la actividad jurisdiccional, tomando como referencia la dignidadhumana como principio, derecho y norma jurídica
. Este giro paradigmático impacta de manera completa a la justicia administrativa, cuyas instituciones se nutren de todo un contenido constitucional y democrático, como se verá a continuación. 

La justicia administrativa se puede definir, siguiendo a Serra Rojas, como el conjunto de principios y procedimientos que establecen recursos y garantías de que disponen las y los particulares para mantener sus derechos (1988: 627); abarca todas las instituciones jurídicas establecidas para resolver las controversias que surgen entre los órganos administrativos y los particulares, y también ante los organismos de jurisdicción de carácter administrativo (Fix-Zamudio, s/f: 150).

Como parte del contenido esencial de la justicia administrativa, de acuerdo con Fix-Zamudio, se encuentra el juicio contencioso administrativo llamado también juicio de nulidad, que se ha convertido en el medio de control jurisdiccional -de legalidad- por excelencia sobre actos y resoluciones judiciales de la administración pública (S/f: 36). 

Sin embargo, la tarea del tribunal que conoce del juicio contencioso administrativo adquiere una dimensión más compleja en atención al mismo principio de legalidad ya que, a la vez, este principio puede ser dividido en dos subprincipios, el de mera legalidad y el de estricta legalidad, que tienen significados distintos como bien apunta Ferrajoli:

«En el primer significado, como norma de reconocimiento del derecho existente, el mismo equivale al principio de positividad: es derecho todo y solo aquello que es puesto o producido a través del ejercicio de poderes conferidos por la ley y en las formas, cualesquiera que fueren, establecidas por ella [...]. En el segundo significado, que supone la positividad requerida por el anterior, el principio de legalidad expresa la primera garantía contra el arbitrio: es derecho válido todo y solo aquel producido a través del ejercicio de pdoeres que, además, están subordinados a la ley, no solo en cuanto a las formas sino también en lo relativo a los contenidos de su ejercicio» (2014: 31).
Es decir, en el paradigma en que se ejerce la justicia administrativa actualmente, se reinterpreta el principio de legalidad, que, como ya se hizo alusión, viene así a articularse en dos principios, de los que destaca el de estricta legalidad o legalidad sustancial, por cuya virtud la validez sustancial de la misma ley está subordinada a la compatibilidad de sus contenidos con los principios y los derechos establecidos por las normas constitucionales (Ferrajoli, 2014: 44)
.Sin embargo, la epistémica dimensión democrática de la justicia administrativa no se agota ahí, porque también es indispensable que sea abierta. Esta apertura en la justicia permite incrementar tanto la comprensión de lo que se está haciendo como la confianza en la independencia judicial; mejora la integridad, la rendición de cuentas y el rendimiento de los actores de la administración de la justicia) (Poblete y Fuenzalida, 2017: 10).

Es así que bajo estos paradigmas, que sirven a su vez como su sustento iufilosófico, el lenguaje claro y accesible se consolida como eje transversal de la impartición de justicia en el presente milenio, materializado de la siguiente forma: a. Como un derecho fundamental consistente en el derecho a comprender, que deriva de los derechos de acceso a la justicia y de acceso a la información; y b. Como un mecanismo del que se vale la impartición de justicia para incentivar la transparencia, dentro del modelo de justicia abierta.  

III. LA TRASCENDENCIA DEL LENGUAJE CLARO Y ACCESIBLE EN LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA
Cual Ciudad Esmeralda, la sede judicial es de un solo color: el color de la ley y de las decisiones judiciales. Su característica principal para las y los profanos es que es ininteligible para su comprensión, ajena a su percepción y entendimiento. Es un lugar en el que están presentes en apariencia, no así mentalmente, pues es imposible forjarse una representación mental de algún término que no ha sido registrado en el intelecto de cualquier sujeto. Al entrar a la Ciudad de Oz, Dorothy y sus amigos tuvieron la suerte de encontrarse con el hombrecillo verde, pero más suerte tuvieron cuando les proveyó las gafas sin las cuales el esplendor de la ciudad los hubiera cegado al instante. «El hombrecillo abrió el Gran Baúl, y Dorothy vio que estaba lleno de gafas de todos tamaños y formas [...]. El Guardián de las Puertas encontró una pieza que le iba bien a Dorothy y se la puso [...]. Como no estaba dispuesta a que la cegara el resplandor de la Ciudad Esmeralda, no protestó» (Baum, 2013: 82). 

Pero como la suerte, al fin y al cabo, es eso, suerte imprecisa y ocasional, muchas personas carecen de ella ante la justicia. Sin gafas, deambulan por Ciudad Esmeralda a expensas de un guía que dirija su andar entre ese lenguaje desconocido, arcaico, críptico y oscuro. Emplear un lenguaje claro no es concesión graciosa, tampoco es discrecional del tribunal emplearlo o no como sí lo es para Oz dar gafas para permanecer en Ciudad Esmeralda. Es pues un mandato constitucional directo e inmediato para quienes imparten justicia proveer de gafas al ciudadano.  Además de los numerales 154 y 156, de la Constitución local, el artículo 7, séptimo párrafo, dispone: «Toda persona tiene derecho a la información pública. La garantía de acceso a la información pública, es un derecho fundamental que comprende difundir, investigar y recabar información pública, y se definirá a partir de los principios siguientes: [...] II. El acceso libre, gratuito, sencillo, antiformal, eficaz, pronto y expedito» (2012). 

Otorgar, a su vez, información pública libre, sencilla y antiformal, incentiva la transparencia judicial. No tiene caso ofrecer una información determinada, por ejemplo de manera pública en el sitio web oficial del tribunal, si el lenguaje utilizado es inaccesible para sus destinatarios, e incluso para las demás personas interesadas (López R., y López O., 2012: 23). En efecto, la transparencia no consiste sólo en potenciar el acceso de las personas ciudadanas al documento, no es suficiente que se publiquen las sentencias de un tribunal tras la toma de la decisión si el instrumento que la expresa resulta poco comprensible en su lectura (García Ortiz, Rodríguez Mondragón y Zavala Arredondo, 2015: 29)
. 

Incluso, la ausencia de transparencia -en los términos precisados- convierte a la justicia en un ambiente propicio para promover uno de los mayores males por los que atraviesa la sociedad mexicana: la corrupción. Bien advierten los juristas María Silva y Carlos Soto, desde su perspectiva de la función jurisdiccional, que transparentando las decisiones judiciales se puede saber, por ejemplo, si un juzgado o tribunal es consistente en la toma de decisiones; es decir, si se sujeta a sus propios precedentes, lo que permite reducir la sospecha de que se resuelvan dos casos idénticos en sentidos diferentes por motivos de corrupción (2017). 

IV. DOROTHY FRENTE A LA RESOLUCIÓN JUDICIAL
La suerte acompañó a Dorothy y a sus amigos: antes de ingresar a Ciudad Esmeralda recibieron las gafas con las que pudieron ver sin que los cegara el esplendor. Numerosas personas reciben unasentencia judicial sin entenderla y que, como aquel tornado a Dorothy, las traslada a una realidad no esperada y desconocida.
Si la niña hubiera conocido desde antes el País de los Mascones, su lenguaje y sus costumbres, así como su forma de vida, en nada hubiera batallado para encontrar la salida de ese lugar. Es más, con sólo saber los maravillosos poderes de los zapatos de plata que le regaló la buena Bruja del Norte y la manera de usarlos, fácilmente habría regresado a casa con solo entrechocar los talones tres veces y dar la orden.Pero la originaria de Kansas desconocía todo eso como muchas personas que acuden a los tribunales ignoran la causa por la que llegan estar ante las y los magistrados, los rituales procesales y el lenguaje jurídico. Una de estas personas es Rodolfo, quien ingresó a Ciudad Esmeralda sin gafas ni zapatos de plata que le permitieran desentrañar el sentido de los textos jurídicos que le daban oficialmente la bienvenida. 
A Rodolfo lo detuvieron agentes de policía un día en la ciudad de Ramos Arizpe
 mientras trabajaba en su taxi y, cuando lo revisaron, encontraron en su poder marihuana y cristal; fue puesto a disposición del ministerio público y le iniciaron un procedimiento penal. El juez reclasificó el delito de posesión de narcóticos con fines de comercio a delito de posesión simple de narcóticos, por lo que emitió en su contra un acuerdo de sujeción a proceso y le concedió la libertad provisional bajo caución. Después, el juzgador sobreseyó el procedimiento porque decretó en favor del taxista la extinción de la acción penal por un acto equivalente a la reparación del daño. 

Sin embargo, el viaje al mundo del lenguaje jurídico no terminó ahí, pues, para mala suerte de Rodolfo, la Comisión de Movilidad y Transporte del Ayuntamiento de Saltillo tramitó un procedimiento administrativo en su contra, y luego emitió un dictamen en el que propuso cancelar su concesión. Como seguramente ya se imagina la o el lector, el Cabildo del Ayuntamiento de Saltillo aprobó la decisión y procedió a la cancelación del permiso. Contra esta última determinación, Rodolfo, por medio de su abogado, inició un juicio contencioso administrativo ante el TJAECZ y solicitó a la magistratura que anulara la resolución que tomó el Ayuntamiento de Saltillo. Llegado el fin del asunto, Rodolfo, sin gafas y sin zapatos de plata, tuvo en sus manos la sentencia, pero ¿Pudo entenderla? ¿Entendió que se sobreseyó el juicio de nulidad en cuanto a algunas autoridades? ¿Entendió que el tribunal declaró la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada?
La resolución
 dio elementos para suponer que las preguntas anteriores podrían responderse positivamente porque, como se verá enseguida, carece de claridad y legibilidad para una persona profana del derecho; la resolución es oscura, robusta y rebuscada, con uso excesivo de tecnicismos jurídicos y de palabras desconocidas para Rodolfo. La publicación de la sentencia en el portal de internet del TJAECZ
, no garantiza el derecho a comprender ni el derecho de acceso a la información, mucho menos promueve la transparencia. En otras palabras: para Rodolfo, la justicia administrativa no garantizó sus derechos fundamentales y no fue opaca. 

Ahora bien, emplear un lenguaje claro y accesible que promueva la transparencia en las decisiones judiciales, implicaría tomar en cuenta las reglas que los especialistas en el lenguaje jurídico recomiendan en la gramática, la ortografía, la semántica y pragmática, la argumentación jurídica, el léxico, y la estructura de los textos legales
. 

Los rubros anteriormente señalados sirvieron como criterios para analizar la sentencia de Rodolfo en Ciudad Esmeralda. Los hallazgos se sintetizan en los siguientes puntos
: 

1. Gramática
· Párrafos muy extensos. Se encontraron párrafos de hasta 17 y 21 líneas
. Con párrafos de esta extensión se dificulta el seguimiento y la comprensión del texto. 

· Uso excesivo de nominalizaciones, por ejemplo: «La existencia del acto impugnado se encuentra debidamente acreditada en autos con la exhibición que de la misma hizo la parte actora y por el reconocimiento efectuado por las autoridades demandadas».

· Abuso del relativo «el cual» en todo el documento, por ejemplo: «El dieciséis de noviembre de dos mil quince, los Agentes de la Policía Investigadora del Estado, signaron el parte informativo, en el cual asentaron que en el municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, observaron una persona abordo de un taxi, el cual al ver la unidad policiaca...los cuales contenían droga al parecer de la denominada “cristal”».
· Excesiva construcción de la voz pasiva, por ejemplo: «Luego, el treinta de noviembre de ese mismo año, el mismo juzgador tuvo recibido el escrito presentado por el defensor del procesado, mediante el cual solicitó que la cantidad de ******* exhibida en concepto de libertad provisional bajo caución, se tomara en cuenta con el propósito de decretar el sobreseimiento de la causa por acto equivalente a la reparación del daño»
.
· Repetición excesiva de nexos subordinados, por ejemplo «por lo que respecta».

· Errores de dedo, por ejemplo: «quine», que se entiende «quien».  

2. Ortografía
· Uso inadecuado de signos de puntuación
.
· Sobre las comas. Ausencia de comas en partes en que debería de ir y uso de comas en lugares incorrectos. Por ejemplo: 

«Así el veintiséis de abril de dos mil dieciocho, tuvo verificativo la audiencia de pruebas en los términos ahí especificados (fojas 376 a 382); luego, por acuerdo fechado el siete de mayo se certificó el fenecimiento del plazo para la presentación de alegatos, auto, que tuvo efectos para citación de sentencia». En este párrafo se sugiere poner coma después de «así»; quitar coma después de «dieciocho» y de «auto». 

· Sobre punto y coma. Uso y coma en lugares en que no debería de ir. Por ejemplo, «Notifíquese; personalmente a la parte accionante y mediante oficio a las autoridades demandadas». En esta oración se sugiere eliminar el punto y coma porque se trata de una sola idea y las primeras palabras son una orden y la forma en que debe realizarse. 

· Uso excesivo de mayúscula inicial. Se utiliza mayúscula inicial en palabras que no deben llevarla, por ejemplo: «Acuerdo», «Constitucional», «Representante». 

3. Semántica y pragmática
· Uso excesivo de parónimos e ideas afines, por ejemplo se detectó el uso de: «acto y auto», «adujo y aducido»; así como «debida e indebida».

· Uso excesivo de adjetivos anafóricos, como son: «mismo», «dicho», «correspondiente», «respectivo» e «instaurado».

· Uso excesivo de circunloquios verbales, por ejemplo: «Decretó el sobreseimiento de la causa penal», «Dio inicio», «Para poder considerar un acto autoritario» y «No encontrarse acreditada». Estos circunloquios se pueden corregir de la siguiente manera: «Sobreseyó la causa penal», «Inició», «Para considerar un acto autoritario» y «No acreditarse».

· Uso de redundancias o pleonasmos: «Las autoridades administrativas excedieron sus facultades para ellos mismos juzgar», «Es de resolverse y se resuelve» y «Para dictar sentencia lo cual se efectúa a continuación».
4. Léxico
· Uso de palabras no registradas en el diccionario de la Real Academia Española y de poco uso de la ciudadanía, por ejemplo: «accionante», que no está registrada. Las palabras «intelección» y «foja» son poco empleadas por la sociedad. 

· Uso de fórmulas arcaicas, por ejemplo: «Visto el estado del expediente», «Es de resolverse y se resuelve» y «Toda vez que».

· Latinismos, por ejemplo la palabra «litis». 

5. Estructura amigable del documento
El documento (sentencia definitiva) no es amigable, debido a los siguientes hallazgos: 

· Uso excesivo de imágenes detrás del texto que dificultan la lectura y menguan el interés por el texto, además son innecesarias, pues ya se sabe que la sentencia se emite por el TJAECZ y que se trata de una versión pública porque al final del documento la secretaria hace la certificación respectiva. 

· Excesivo uso de negritas y cursivas. Se sugiere limitar su uso. Por ejemplo, cuando se escribe la denominación de las autoridades en la presentación de la sentencia, no es necesario que vayan con negritas. Tampoco se recomiendan cuando se alude a la ciudad y a la fecha de elaboración del fallo. El uso de las cursivas debe también uniformarse porque los preceptos legales citados sí se escriben con esta característica pero las tesis de jurisprudencia no. En ambos casos se sugiere prescindir de las cursivas. 

· Tipo y tamaño de letra que dificultan la lectura. Se sugiere modificar el tipo de letra y su tamaño en, por ejemplo, Times New Roman o en Arial, tamaño 12, a fin de que la lectura sea más fácil y no se extienda el número de hojas. 

· Se sugiere establecer al inicio del documento, previo al dato de la ciudad y la fecha de elaboración, a modo de título, las palabras «Sentencia definitiva», para que quien lea el documento sepa que se trata desde el principio de una resolución que pone fin a un juicio.

· Se sugiere modificar la denominación y enumeración de los apartados de la sentencia. En vez de «Resultando», se aconseja «Antecedentes del juicio contencioso administrativo»; en vez de «Considerando», «Estudio del asunto»; en vez de «Resuelve», «Decisión». Se propone que estos apartados vayan enumerados con números romanos. 

6. Argumentación jurídica
· La argumentación es muy extensa. Se sugiere claridad y concisión. No se debe confundir la profundidad con la oscuridad: hay argumentos sencillos y profundos; lo oscuro regularmente no refleja profundidad en el pensamiento, sino orden y caos (Garcés Trelles, 2014: 6). Por ejemplo, el párrafo de la página cinco es sobreabundante porque antes ya se dijeron las razones por las que se sobresee el juicio. Asimismo, este párrafo se redactó a modo de conclusión, pero en sus líneas hay más razonamientos. Esto es incorrecto, porque una conclusión es la confirmación de una tesis sin lugar a la argumentación.

· Falta de motivación para justificar la competencia del tribunal para conocer y resolver el asunto. Solamente se citan los preceptos legales con los que se sostiene la competencia, pero no se motiva mediante razonamientos deductivos esta potestad. 

· No se justifica la identidad jurídica sustancial para aplicar las tesis de jurisprudencia en materia de amparo al caso que se estudia. Se sugiere justificar la identidad jurídica sustancial que permite aplicar las tesis mencionadas, pues forma parte del requisito de motivación de las sentencias. 

· La tesis de jurisprudencia VII.2o.C. J/23 citada por el TJAECZ no guarda relación con la justificación de la causa de improcedencia. No existe un nexo entre la argumentación empleada por el tribunal para justificar la causa de improcedencia con este criterio, la cual versa sobre que el sobreseimiento no implica denegación de justicia ni inseguridad jurídica. Se trata de temas distintos. 

· Cita innecesaria de más de una tesis de jurisprudencia sobre un mismo tema. La cita de más de una tesis de jurisprudencia no implica una mejor argumentación. La motivación no consiste en repetir. 
Los hallazgos arrojados son trascendentes. En primer lugar, siendo Rodolfo uno de sus destinatarios principales, la resolución no parece haber sido elaborada para él, ya que, a juzgar por su estructura y por su lenguaje, su receptor era el abogado; por ende, el conflicto jurídico pareciera ser exclusivo de los juristas operadores de la justicia. En segundo lugar, la sentencia no es transparente ni abierta. Y en tercer lugar, los dispositivos constitucionales locales que regulan el tema son inobservados.   

Es importante mencionar que esta resolución es una de las diez que están publicadas en el sitio web oficial del TJAECZ
. Algunas de ellas, muestran importantes avances en su estructura y en su lenguaje
; sin embargo, no son la regla general. Las elabora solo una magistrada integrante del TJAECZ y aún tienen áreas de oportunidad para las quepueden ser útiles los hallazgos que aquí se presentan. 

V. PROPUESTAS
Una justicia moderna es una justicia que la ciudadanía es capaz de comprender (Comisión de expertos modernización lenguaje jurídico, 2011: 2). En la medida en que la ciudadanía comprende, se legitima la justicia y se reduce la brecha entre la sociedad y la judicatura. 

Al TJAECZ corresponde voltear la mirada a sus decisiones judiciales, a su estructura y a su redacción. No hay justicia abierta sin lenguaje claro. Se podrá transparentar su directorio de servidores públicos, las declaraciones patrimoniales, los convenios y contratos suscritos por el tribunal, su presupuesto asignado, incluso las mismas sentencias, pero si estas resoluciones no son claras ni accesibles, no hay justicia abierta, la justicia aún no es transparente.Para lograr lo anterior se propone implementar un Plan para la Accesibilidad del Lenguaje Judicial (PALEJ), que contenga principalmente las siguientes acciones: 

1. Crear una comisión del PALEJ que se encargue de ser la instancia rectora en el tribunal para la implementación y seguimiento del plan. Estará integrada por: la o el Magistrado Presidente del Tribunal; una persona Secretaria de Estudio y Cuenta; la persona Secretaria General de Acuerdo; la persona Titular de la Unidad Anticorrupción; la persona Secretaria Técnica; la persona Directora de Enlace Institucional; y la persona Oficial Mayor. 

2. Celebrar convenios, y en su caso contratos, de colaboración con universidades, instituciones públicas y privadas, Academia Mexicana de la Lengua, entre otras.

3. Crear un programa de capacitación continua y permanente para los servidores públicos del tribunal con el apoyo de instituciones como la Secretaría de Educación y las universidades públicas de la entidad. Este programa deberá contener en su diseño curricular: estrategias de comunicación clara, redacción, gramática, ortografía, semántica y pragmática, léxico, argumentación jurídica, entre otras. 
4. Impulsar la creación de una Red del Lenguaje Claro entre los tribunales de Coahuila de Zaragoza para realizar acciones en conjunto en la materia. 

5. Crear un Manual para la elaboración de sentencias del TJAECZ para homogeneizar la redacción de las resoluciones judiciales de este órgano jurisdiccional, con la colaboración de magistrados, la Secretaría General de Acuerdos, secretarios de estudio y cuenta, y actuarios. Para ello, se sugiere solicitar el apoyo de otras instituciones, incluso de tribunales federales que hayan elaborado este tipo de trabajos. 

6. Crear un libro de lexicología de la justicia fiscal y administrativa en el que se expliquen los principales términos jurídicos que el tribunal emplea en sus resoluciones. 

7. Promover una iniciativa de reforma al artículo 85 de la Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza para incluir un requisito de las sentencias que consista en utilizar un lenguaje claro y accesible para la ciudadanía. En este sentido, se sugiere promover también esta adecuación en la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

8. Promover una iniciativa de reforma a la Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza para incluir en la aclaración a otras resoluciones judiciales además de la sentencia definitiva (regulada en el artículo 88).

9. Crear en el sitio web oficial del tribunal una sección que se llame “ABC de la justicia fiscal y administrativa” en el que se expliquen los procedimientos de los que conoce el tribunal de manera clara y sencilla.
10. Difundir en redes sociales, de forma clara y concisa, las sentencias del TJAECZ.

11.  Crear concursos de sentencias para incentivar la elaboración de resoluciones claras y accesibles. 
VI. CONCLUSIONES
Un solo escenarioune a Dorothy y a Rodolfo, los une también la fuerza que los hizo estar ahí y, sobre todo, el anhelo de encontrar una salida. Dorothy, con su perro Totó en brazos, se hallaba lejos de su hogar en Kansas cuando un choque violento la despertó. A Rodolfo, en la ciudad de Ramos Arizpe, lo detuvieron agentes de la Policía Investigadora del Estado, solicitaron que se bajara del vehículo y lo revisaron de manera corporal; por encontrar marihuana y cristal en su poder, enseguida lo pusieron a disposición de la autoridad ministerial.La niña estaba en el País de los Mascones, el taxista en el de la autoridad ministerial y, pronto, en el de la autoridad judicial. Eran dos individuos profanos que recorrerían un largo y complejo camino en búsqueda del regreso. 

Con el paradigma constitucional de los derechos humanos y el de la justicia abierta, se atribuye al lenguaje el protagonismo que tiene hoy en la aplicación judicial del derecho (Muñoz, 2017: XXIX). Y es que estos paradigmas recuerdan a quienes imparten justicia que su función se debe por y para la ciudadanía en la solución efectiva a sus conflictos. En este marco, la justicia administrativa adquiere nuevo contenido derivado de tan impactantes giros paradigmáticos
. El principio de legalidad en que basa su función se entiende ahora como de estricta legalidad cuando impone a las autoridades sujetarse a los propios límites constitucionales, en especial al parámetro de control de regularidad constitucional
. Algunos de esos vínculos y límites se prevén en la Constitución coahuilense: el derecho a comprender las resoluciones judiciales y el derecho de acceso a la información pública.

Para garantizar estos derechos, corresponde a los tribunales emitir sentencias claras y accesibles para la ciudadanía, ya que en esa medida se democratiza la justicia, se hace más abierta y transparente; pero, sobre todo, genera confianza entre la sociedad. La democracia, como bien apunta Cassany, se fundamenta precisamente en la facilidad de comunicación entre la ciudadanía y las autoridades (2016: 26). También advierte: «Los párrafos confusos, las frases complicadas y las palabras raras dificultan la comprensión de los textos, privan a las personas del conocimiento y, por lo tanto, las inhiben de sus derechos y deberes democráticos» (2016: 26).

Con el fin de contribuir a la accesibilidad de las decisiones judiciales, se propusieron algunas líneas de acción que parecen viables de llevar a cabo. Su buen puerto se asegura gracias a la autonomía del TJAECZ para emitir sus fallos y ejercer su presupuesto de egresos; a la labor tan trascendente del tribunal en la solución de los problemas entre particulares y autoridades; al protagonismo social y jurídico en las asignaturas que delimitan competencia; y a su participación en el Sistema Estatal Anticorrupción del cual forma parte. 

Siendo Rodolfo una persona concesionaria de un taxi, un ciudadano que personifica a quien elabora el presente ensayo o quien lo lee, a quien ingresa a internet a leer los fallos judiciales, su derecho irrenunciable es que la sentencia sea clara y accesible, que le permita entender lo que el tribunal decide en su vida. En la medida en que el tribunal no garantiza este derecho, tampoco garantiza el derecho mismo.  
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� Un factor importante para tutelar el acceso a la justicia de manera efectiva y abierta en un Estado democrático es el uso de un lenguaje claro y accesible en las resoluciones judiciales, en especial, las sentencias.


� Por tribunales en este trabajo se entiende a todos aquellos que imparten justicia en todos los niveles, independientemente de que pertenezcan al Poder Judicial. 


� El Gobierno Abierto es entendido como un nuevo modelo de gestión en el que ciudadanos y autoridades colaboran para producir políticas públicas y acciones encaminadas a construir soluciones colaborativas a problemas públicos, donde la participación y la transparencia son considerados elementos mínimos que sirven para dar atención a las demandas sociales, pero también promover ambientes sólidos de rendición de cuentas, innovación social y apertura institucional que son capaces de generar valor público (Secretariado Técnico Tripartita, 2016: 4).


� La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Tesis de Jurisprudencia 1a./J. 37/2016, sostuvo que la dignidad humana es un principio jurídico que permea en todo el ordenamiento jurídico, pero también un derecho fundamental que debe ser respetado en todo caso, cuya importancia resalta al ser la base y condición para el disfrute de los demás derechos y el desarrollo integral de la personalidad (Primera Sala, 2016).


� En esa medida, la impartición de justicia administrativa adquiere una dimensión democrática asegurando la plena garantía de los derechos humanos (Barak, 2008: 25).


� Mientras que transparentar las decisiones judiciales utilizando un lenguaje accesible, implica democratizar la justicia e incentivar la justicia abierta, lo contrario a ello promueve el ocultamiento del poder judicial tras el hermetismo de las fórmulas, exhibe una marcada preferencia por el decisionismo inmotivado y practica de la manera más efectiva la discriminación, contribuyendo a consolidar y reproducir las desigualdades sociales (Ibáñez, 2015: 405). 


� Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza. 


� Sentencia definitiva de la Segunda Sala en Materias Fiscal y Administrativa del Tribunal de Justicia Administrativa. Fecha 28 de mayo de 2018. En esta sentencia el tribunal resolvió un juicio contencioso administrativo en el que las autoridades demandadas son: Cabildo del Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila de Zaragoza; Comisión de Transporte y Movilidad del Ayuntamiento de Saltillo; instituto Municipal de Transporte del Ayuntamiento de Saltillo; y Titular de la Administración Fiscal General del Estado de Coahuila de Zaragoza. 


� Recuperada de: http://www.tjacoahuila.org/assets/9-sentencia-versi%C3%B3n-p%C3%BAblica-exp-fa-021-2018.pdf


� Para este estudio, se tomaron como referencia: Documento Anexo, elaborado en la XVIII Cumbre Judicial Iberoamericana por el Grupo de trabajo Justicia y lenguaje claro: por el derecho a comprender la justicia; Libro Estructura y estilo de las resoluciones judiciales, de Miguel López Ruiz y Miguel Alejandro López Olvera; Libro de estilo de la justicia, dirigido por Santiago Muñoz Machado; Manual de redacción para la Primera Sala, elaborado por Carlos Pérez Vázquez; y Manual para la elaboración de sentencias, de la Sala Regional de Monterrey del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.


� Los hallazgos se trabajaron en un documento distinto al presente escrito. En ese documento se hacen sugerencias para evitar este uso del lenguaje. Para mayor información consultar al autor del presente ensayo.


� Ver hojas 18 y 19 de la sentencia definitiva. 


� También se observó que al referir a una una audiencia de fecha anterior, se señala: «El veintitrés de abril de dos mil dieciocho, tuvo verificativo la audiencia de pruebas en los términos ahí especificados (fojas 376 a 382)... ». El uso de la voz pasiva es frecuente en las resoluciones judiciales y dificulta su lectura, incluso por las mismas personas profesionales del derecho. En este ejemplo, es recomendable escribir, por ejemplo, «se celebró».


� Los signos de puntuación: punto, coma, punto y coma, dos puntos, puntos suspensivos, raya, paréntesis, corchetes, comillas, así como signos de interrogación y exclamación.


� Última consulta: 15 de septiembre de 2018. 


� En ellas, se elabora un glosario en la parte inicial del documento, se establece un título (sentencia definitiva), se emplea un tipo de letra distinto. Aunque también tiene algunas áreas de mejora, por ejemplo las notas al pie, son excesivas y demasiado largas, de manera que ocupan más espacio que el texto principal.


� Ya la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza prevé en el artículo quinto que las resoluciones de este tribunal se deben apegar a los principios de legalidad, máxima de publicidad, respeto a los derechos humanos, verdad material, razonabilidad, proporcionalidad, presunción de inocencia, tipicidad y debido proceso.


� En este sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los valores, principios y derechos que materializan las normas provenientes de la Constitución Federal y los instrumentos internacionales de los que México es parte, al ser supremas del ordenamiento jurídico mexicano, deben permear en todo el orden jurídico, y obligar a todas las autoridades a su aplicación (2013).
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